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1.- VISTOS  

Se conoce en esta oportunidad del recurso de apelación interpuesto y sustentado en debida forma tanto por el defensor del acusado JOSÉ JESÚS LOAIZA JARAMILLO, como por el señor apoderado de la Parte Civil reconocida en el proceso, contra la sentencia proferida el pasado veinticinco (25) de abril de 2007 por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), por medio de la cual condenó al primero a la pena principal de doce (12) meses de prisión como autor material de la conducta de FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO, y absolvió a la coprocesada MARÍA OFFIR TORO DE LONDOÑO por similar cargo.

No se aprecian irregularidades sustanciales de previo e imperativo pronunciamiento, que indicaran la necesidad de retrotraer la actuación a estadios precedentes.

2.- HECHOS 

Fueron puestos en conocimiento por el señor MARCO ANTONIO GUARÍN CASTAÑO -de oficio agricultor-, en denuncia formulada el día dos (2) de septiembre de 2003. Allí afirmó, que tuvo una relación de más de veinte (20) años con su denunciado JOSÉ JESÚS LOAIZA JARAMILLO, persona ésta que le administraba algunas de sus propiedades y era a su vez el encargado de hacer sus Declaraciones de Renta. Debido a la confianza que le tenía, se valió de este personaje para por su intermedio adquirir dinero en préstamo de parte de un señor de nombre JUAN BAUTISTA GARCÍA MORALES. 

Con esa última finalidad, le hizo entrega a JOSÉ JESÚS de varias letras firmadas en blanco que respaldarían esos dineros, los que nunca superaron los dos millones de pesos y que siempre canceló oportunamente. No obstante, el mencionado no le devolvía esos títulos y le sacaba alguna disculpa para no hacerlo, hasta el día en que -unos cuatro meses antes de la denuncia- se apareció una señora desconocida para él, quien dijo llamarse MARÍA OFFIR TORO LONDOÑO y tener en su poder una letra por valor de DOCE MILLONES DE PESOS firmada por él y por JOSÉ LOAIZA, con la cual se garantizaba el pago de un préstamo que ella les había hecho a los dos.

Como esa mujer era una persona desconocida, le solicitó presentarse con la letra a la cual le sacó una fotocopia, y pudo comprobar que se trataba de uno de los títulos que había entregado “en blanco” a JOSÉ JESÚS y le había hecho varias alteraciones en su contenido. Así lo sostuvo con firmeza, porque se trataba de un montaje habida consideración a que fue elaborada con la superposición de varios datos (orden de las personas obligadas, valor en números, intereses y plazo) en momento distinto y con una máquina de escribir diferente, razón por la cual solicitó que se hiciera de inmediato una experticia grafotécnica con el fin de verificar esas irregularidades, obteniéndose muestras de la máquina de escribir perteneciente al citado LOAIZA LONDOÑO.

Expresó, igualmente, que su denunciado le confesó haber obrado así por estar urgido de un dinero y que aunque ya le había hecho algunos abonos a esa obligación, la señora OFFIR estaba cobrando “la plata junta y él no la tenía”. Por esa razón, no pudo evitar el cobro ejecutivo. Y, efectivamente, el denunciante fue objeto de embargo y secuestro de sus bienes a consecuencia de un proceso ejecutivo iniciado en su contra ante el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas (Rda.), situación que lo lleva a sentirse perjudicado patrimonialmente. 

3.- IDENTIDAD 

Se trata de JOSÉ JESÚS LOAIZA JARAMILLO, titular de la cédula de ciudadanía No 10’064.958 expedida en Pereira, natural de Santa Rosa de Cabal (Rda.) donde nació el día diecinueve (19) de marzo de 1949, hijo de JUAN EVANGELISTA y PASTORA, con grado de instrucción básica secundaria, casado con Orfilia Ospina, asesor tributario y administrador de bienes raíces, residente en la calle 18 No 7-43 piso 3 en esta capital. Fue condenado hace varios años por el delito de Falso Testimonio.

Y, MARÍA OFFIR TORO DE LONDOÑO, con c.c. 34’042.246 de Pereira, natural de esta ciudad donde nació el 28 de septiembre de 1949, hija de BÁRBARA ROSA y MANUEL ANTONIO, con grado de instrucción básica secundaria, casada con Jaime Londoño, comerciante y residente en el barrio Panorama -Cuba-, manzana 3, casa 25.

4.- CARGOS
La Fiscalía Veinticinco Delegada ante el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), con fecha veintiocho (28) de noviembre de 2005, calificó el mérito sumarial con Resolución de Acusación
 para ambos procesados, a quienes atribuyó la comisión, en calidad de coautores materiales, de un delito de FALSEDAD MATERIAL DE DOCUMENTO PRIVADO, al tenor de lo dispuesto en el Libro II, Título IX, Capítulo Tercero, artículo 289 del Código Penal.

El Fiscal instructor, consideró básicamente que: (i) está demostrada la alteración por adición posterior en el contenido de la letra de cambio a la que se contrae la denuncia, como se desprende del dictamen grafológico; (ii) se trató de un título valor firmado en blanco y que se llenó sin contar con la correspondiente “carta de instrucciones”; (iii) hay lugar a dar mayor crédito a los testimonios de cargos que aquellos otros de descargo, por cuanto éstos últimos son totalmente contradictorios, e incluso, uno de ellos, el rendido por JOSÉ GILBERTO CASTAÑO ANDRADE, fue materia de retractación y puso al descubierto la trama urdida por JOSÉ LOAIZA; y, finalmente (iv) en cuanto a MARIA OFFIR, consideró que era muy extraño su proceder porque era persona sin recursos económicos y porque pudiendo demandar a los dos, sólo ejecutó judicialmente al ahora denunciante.

La decisión fue objeto de recurso de apelación y la Fiscalía Tres Delegada ante este Tribunal
 adoptó las siguientes determinaciones: (i) confirmó la acusación proferida contra el señor LOAIZA JARAMILLO, por la probable comisión del delito de falsedad en documento privado; (ii) se abstuvo de conocer en segunda instancia en relación con la apelación interpuesta por la defensa de la señora MARIA OFFIR TORO, en atención a la ausencia de una adecuada sustentación del recurso; (iii) decretó de manera preventiva el restablecimiento del derecho, a consecuencia de lo cual, ordenó la cancelación o anulación de la letra de cambio por doce millones de pesos, como medida de carácter provisional; y (v) dispuso que en las copias del proceso se investigaran los presuntos punibles de: Fraude Procesal, Falso Testimonio y Estafa. 

5.- FALLO

Ejecutoriada la resolución de acusación, el asunto correspondió por competencia al Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), autoridad que al concluir el debate en audiencia pública y conocer la posición final de cada una de las partes interesadas en esta actuación, profirió un fallo de condena para el procesado JOSÉ LOAIZA, a quien le impuso una sanción privativa de la libertad de doce (12) meses de prisión al hallarlo autor de un delito de FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO, lo mismo que la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual término, con la concesión del subrogado de la condena de ejecución condicional; en tanto, absolvió por esos mismos cargos a la señora MARIA OFFIR TORO DE LONDOÑO.

Consideró que no había lugar al cobro de perjuicios, porque: (i) se trata de una conducta que afectó un bien jurídico abstracto como lo es la Fe Pública; (ii) no se aprecia un daño extrapatrimonial o moral en este asunto; y (iii) de haberse presentado alguna afectación patrimonial, ella sería derivada de la medida de embargo y secuestro a consecuencia del proceso ejecutivo, pero de ser así, ese daño sería tasado en esa misma actuación, motivo por el cual no se considera viable un pronunciamiento a ese respecto.

Para llegar a esas conclusiones de condena y absolución, reflexionó de la siguiente manera:

En cuanto a JOSÉ JESÚS LOAIZA: (i) está acreditada en el mundo exterior la alteración de un documento privado -letra de cambio- que sirvió de soporte a una demanda ejecutiva; (ii) El contenido de la denuncia se encuentra corroborado con el testimonio del señor NÉSTOR OSVALDO CASTAÑO, quien observó una discusión entre denunciante y denunciado en la cual el primero le reprochaba al segundo por haberlo involucrado como deudor solidario sin serlo, en tanto el segundo le pedía disculpas por ese proceder. En similares términos, aunque “de oídas”, también declaró el señor SANTIAGO CUELLAR RAMÍREZ; (iii) Las declaraciones que de algún modo pretendían favorecer la exculpativa del acusado, entre ellas las de HUMBERTO MARÍN y JOSÉ GILBERTO CASTAÑEDA, sólo dejan dudas, porque si bien el primero de ellos hizo una referencia directa a favor de su patrono -LOAIZA JARAMILLO-, el segundo intentó igual propósito pero luego se arrepintió y se retractó de su dicho ante la misma Fiscalía, momento en el cual expresó que lo que había dicho en un primer momento era falso dado que el señor JOSÉ LOAIZA lo había buscado para que diera una declaración falsa a cambio de un dinero; (iv) Destaca como detalle de importancia para establecer que la letra fue objeto de alteración luego de haber sido suscrita “en blanco”, el hecho de que JOSÉ JESÚS LOAIZA figurara como primer deudor, empero, en el espacio donde firman los aceptantes, quien aparece como primer firmante es el hoy denunciante MARCO ANTONIO GUARÍN.

En cuanto a la acusación contra MARIA OFFIR TORO: (i) en la etapa instructiva las pruebas que se practicaron no aportaron mucho sobre la señora TORO DE LONDOÑO, dado que estaban encaminadas única y exclusivamente a ratificar o confirmar la responsabilidad de éste; (ii) hay que tener por cierto que JOSÉ JESÚS LOAIZA si solicitó ese préstamo de doce millones a la citada OFFIR y que para el efecto aquél utilizó una de las letras firmadas “en blanco” por el hoy denunciante; (iii) no hay prueba en la foliatura que indique que esta señora intervino en la elaboración del título valor con el que se ejecutó al señor GUARÍN CASTAÑO; por el contrario, lo que se establece es que ella en su condición de acreedora, acudió ante los estrados judiciales para obtener la cancelación de su crédito, para lo cual estaba legitimada. Se debe aplicar en su favor el principio del in dubio pro reo.
6.- RECURSO

6.1.- Defensa de LOAIZA JARAMILLO.

- La ley comercial permite llenar los espacios en blanco por el tenedor legítimo del título valor, de conformidad con las instrucciones del suscriptor.

- Aquí no hubo alteración de documento alguno, porque al decir de la denuncia y respaldado con el fallo, se había alterado la suma adeudada en esa letra de cambio, lo cual no fue así en realidad como quedó esclarecido por medio de ambos dictámenes grafológicos que indican lo contrario. En esas experticias se determinó que los números contentivos de esa cifra (doce millones), fueron elaborados en un mismo tiempo. Igual se adujo con respecto a los nombre de los codeudores, respecto de los cuales se concluye que fueron ejecutados en un mismo tiempo y en una misma máquina.

- No existe problema alguno tampoco, en cuanto al lugar de cumplimiento o la tasa de los intereses, por cuanto dichos espacios son llenados por la ley, es decir, que esos elementos ausentes son de la naturaleza del título valor.

- El manejo de la prueba testimonial es muy subjetivo, por cuanto así como le da credibilidad al dicho de las personas que depusieron a favor del denunciante, también se la resta a quienes declararon en pro de la tesis defensiva, sin parar mientes en cuanto a que la supuesta retractación del testigo GILBERTO CASTAÑEDA, tiene su origen en una retaliación de su parte, por haber sido demandado por su cliente a través de un descendiente ante el Juzgado Civil Municipal de Pereira, a propósito de lo cual surgieron unas amenazas que se realizaron en la diligencia de embargo y secuestro que se llevó a cabo en ese proceso. De haber mentido, se le debió investigar por Falso Testimonio.

- El hecho de que su defendido tenga un antecedente por Falso Testimonio, no puede significar que sea persona: “que se mueva en se mundo de acomodar testimonios en su favor; es que bajo la negra honrilla de un ciudadano no se puede de manera alguna edificar una decisión como la protestada. El hecho de haber sido fulminado por un delito como el mencionado, no da lugar para afirmar aventureramente que una persona en estas condiciones es afecta a esta clase de ilícitos”. 

- Lo más aberrante, a su modo de ver, es que al unísono con su procurado, fue acusada la señora OFFIR, considerada “protagonista de primera clase en el uso del título valor supuestamente falseado”, como quiera que es la demandante en el proceso ejecutivo; sin embargo, resulta absuelta, no obstante ser ella testigo principal de todo este asunto. Olvida la a quo, que la señora OFFIR aseguró que sabía que el señor MARCO ANTONIO era el fiador, persona que estaba presente cuando ella le entregó el dinero a JOSÉ JESÚS; además de ver cuando primero la suscribió LOAIZA y luego la firmó GUARÍN, tal y como consta en sus diferentes intervenciones injuradas. Finalmente, fue ésta señora quien usó el título para llevar a cabo el proceso ejecutivo detonante de todo este insuceso.

- En últimas, la Juez de conocimiento aplicó el in dubio pro reo a favor de ella, pero no lo hizo con igual rasero en beneficio del acusado LOAIZA JARAMILLO.

6.2.- Apoderado de la Parte Civil.

- No se hizo mención expresa en el aludido fallo, que quien “integró abusivamente la letra de cambio, ya falseada, para el cobro ejecutivo, es decir, la uso a sabiendas de la falsedad”, fue la señora OFFIR TORO; pues no obstante las explicaciones dadas por su mandante, procedió a instaurar la demanda, entregándole previamente al demandado fotocopia de la letra de cambio con los espacios en blanco, espacios que fueron llenados bajo la presión de medidas cautelares.

- Al cotejar la fotocopia que entregó OFFIR a su mandante y que fue allegada con la denuncia, con la letra original presentada para su cobro al Juzgado, se colige que no aparecía en la primera la fecha de pago, es decir, no se encontraba cumplida, y fue ella y JOSÉ JESÚS LOAIZA quienes “a su arbitrio y con el fin de defraudarlo integraron o llenaron abusivamente los espacios en blanco de la letra de cambio”. No existía instrucción escrita ni verbal, ni tácita ni expresa, a la presunta acreedora para que llenara esos espacios, así “su cómplice”, el presunto codeudor LOAIZA JARAMILLO, trate en su injurada de demostrar lo contrario.

- Varios hechos son indicativos de la responsabilidad de la señora OFFIR: (i) El codeudor LOAIZA no niega el crédito, por el contrario se esfuerza en controvertir la denuncia, para avalar la obligación y muy específicamente las instrucciones en cuanto a la fecha de exigibilidad del título; (ii) los testigos de ambos sindicados, tenían por finalidad: sostener que ella era una prestamista, que entregó delante de ellos el dinero, y que la letra fue integrada en su totalidad antes de serle entregada como garantía. No observa cómo, por tanto, pueda surgir alguna buena fe de parte de LOAIZA en el pago del presunto crédito; (iii) la procesada no es prestamista, no tiene el dinero ni la capacidad para hacerlo; además, se sale de toda lógica que con las mismas garantías -letra de cambio-, preste igual $50.000.oo ó $200.000.oo, que 12’000.000.oo; (iv) no se puede salir tan fácilmente con el argumento de que conoce al deudor GUARÍN CASTAÑO, porque del análisis testimonial se concluyó que nunca estuvieron reunidos los tres (acreedora con los dos codeudores), razón por la cual lo que se establece es que fue JOSÉ JESÚS quien preparó la trama y posteriormente se valió de ella para que llenara los demás espacios en blanco e hiciera efectivo el cobro ante el Juzgado, con la curiosidad de no demandar sino a su cliente.

- En síntesis, advierte una evidente “complicidad” entre ambos personajes para defraudar el patrimonio económico de su mandante por medio del tipo penal de falsedad ideológica en documento privado, al crear en compañía (codominio del hecho) una deuda inexistente, a cuyo efecto se afinca en jurisprudencia nacional.

7.- Para resolver, se considera

Lo que debe resolver esta instancia, es: (i) si se presentó infracción penal con el comportamiento denunciado; (ii) si existe responsabilidad individual de JOSÉ JESÚS LOAIZA LONDOÑO, o compartida con MARÍA OFIR TORO LONDOÑO; y (iii) a qué título es la responsabilidad que a ellos puede atribuirse.

Para responder a lo primero, se hará alusión a: (i) incorporación de datos inexactos en un título valor firmado “en blanco”; (ii) razones para creer o no creer en ese abuso con la consiguiente defraudación patrimonial; (iii) cotejo de la prueba testimonial; y (iv) estimación de las pruebas periciales grafotécnicas.

Para responder a lo segundo, se hablará de: (i) posibilidad de acuerdo previo; (ii) dolo inicial o dolo subsiguiente, en consideración al conocimiento o desconocimiento anticipado de la ilicitud; y (iii) legitimación para proceder en el juicio ejecutivo.

Y, para dar respuesta a lo tercero, se determinará si: (i) el cargo formulado en la acusación -ambas instancias-, es el ajustado a derecho; (ii) si los imputados incurrieron en idéntica o en diferente infracción a la ley penal; y (iii) principio de congruencia.

7.1.- ¿Hubo o no infracción a la ley penal?
Consideramos que sí. Creemos que en verdad está en lo cierto el señor MARCO ANTONIO GUARÍN CASTAÑO, cuando señaló que la persona de su entera confianza, su denunciado JOSÉ JESÚS LOAIZA, aprovechó el manejo que tenía de su documentación personal para hacerse a un título valor -letra de cambio- que él había suscrito para garantizar una obligación diferente. 

Es así porque: (i) el sindicado JOSÉ JESÚS admite
, al menos, que es verdad que desde hace muchos años (veinte o treinta) conoce a don MARCO ANTONIO, que ha sido su asesor y le administraba sus propiedades; además, que en esa función tenía acceso a sus documentos personales; pero más concretamente, que es cierto que sirvió de mediador en los préstamos que le hacían, en particular el señor JUAN BAUTISTA GARCÍA, a quien se le respaldaban esos créditos con letras de cambio; (ii) llamado como fue el citado prestamista JUAN BAUTISTA GARCÍA MORALES
, afirmó textualmente algo que es muy importante tenerlo en consideración y que por lo mismo resaltamos desde ahora: “…le hice un primer préstamo de un millón de pesos, millón de pesos en una letra de cambio, en la cual todos dos me firmaban como responsables, JOSÉ J. como fiador, y en una segunda oportunidad hicimos la misma operación, JOSÉ J. me firmaba como fiador, yo le hacía el préstamo porque como don JOSÉ me hablaba tan bien de don MARCOS, porque es un señor que tiene una fincas…” (fl. 34 fte.); (iii) El señor MARCO ANTONIO niega haber servidor de fiador, porque no le gustan esas cosas, menos en una cantidad como la que aquí se menciona; además, insiste en que no conocía a quien aparece como acreedora, señora MARÍA OFFIR TORO. Aunque aclaró que sólo en una ocasión sí le firmó una letra a JOSÉ JESUS en condición de fiador, pues este le pidió que lo respaldara para ver si lograba que le arrendaran un apartamento, sin volver a saber nada de ese título valor que le suscribió por hacerle un favor, como tampoco supo de la suerte de aquellas otras letras de cambio que le entregó para que respaldara los préstamos al señor JUAN BAUTISTA.

Nótese que JOSÉ JESÚS no niega la deuda que está cobrando la señora OFFIR TORO, como sí lo hace a pie juntillas MARCO ANTONIO GUARÍN, sin que por parte alguna se aclare, explique o de algún modo se dé razón atendible, acerca del porqué don MARCO ANTONIO, persona de buena fe y debidamente reconocido en el medio como un personaje adinerado, cumplidor a cabalidad de su obligaciones, se atreva a desconocer de buenas a primeras esta obligación. 

Dígase también, que la actitud asumida por el señor MARCO ANTONIO no es desde ningún punto de vista evasiva, dado que desde un primer momento aceptó que la firma y la cédula impresa en la letra de cambio objeto de debate, sí es la de él, que sí le pertenece por ser de su puño y letra. En otras palabras, en momento alguno ha negado lo que se supone es verdad, pero siempre se ha opuesto a lo que considera es mentira, no otra cosa que haber sido extendida esa letra para respaldar una deuda que JOSÉ JESÚS adquirió con la señora OFFIR TORO de LONDOÑO.

Además, dentro del plenario aparecen varios testimonios que nos están diciendo que entre MARCO ANTONIO y JOSÉ JESÚS se presentaron serias desavenencias por la forma en que procedió éste último; es decir, que aquél estaba enojado por el abuso del cual había sido víctima, pues en momento alguno aceptó suscribir esa letra en condición de fiador.

Ha sido arduo el debate en torno a cuál de los dos grupos o bandos testimoniales está diciendo la verdad, puesto que también se trajeron declarantes que sostuvieron que el contenido de esa letra sí es verídico por cuanto presenciaron el instante en que fue firmada tanto por JOSÉ JESÚS como por MARCO ANTONIO, en presencia de la acreedora MARÍA OFFIR, dando así el consentimiento para ser cobrado en caso de incumplimiento.

Así las cosas, esta Sala de Decisión se inclina por dar mayor credibilidad al dicho de aquellos testigos que respaldan la versión que contiene la denuncia, tanto por lo ya dicho, como por muchos otros motivos que se pasan a explicar:

· Porque entre ellos está el prestamista JUAN BAUTISTA GARCÍA MORALES
 (citado desde la denuncia), persona que posee amistad con el aquí denunciado y por lo mismo el contenido de su relato debe entenderse totalmente imparcial frente a él. No obstante, hizo aseveraciones que, como lo veremos más adelante, lo comprometen seriamente en el reato investigado. Pero adelantemos que este testigo es decisivo en cuanto da fe de lo que se dice en la denuncia, acerca de los préstamos al aquí denunciante y de la intervención que hacía el denunciado (se llevaba el dinero, entregaba las letras de cambio suscritas por ambos y recogía los títulos una vez cancelados).

· Porque otro declarante, el señor NÉSTOR OSBAL CASTAÑO JIMÉNEZ
 (citado también desde la denuncia), dijo haber presenciado el reclamo que MARCO le hizo a JOSÉ JESÚS por haber llenado arbitrariamente una letra y el cobro de un dinero que él no debía. Igualmente, que JOSÉ JESÚS se disculpó y dijo que no tenía con qué pagar toda la plata que era lo que exigía la acreedora. Todo lo cual se traduce en una confirmación de la confesión extrajudicial (entiéndase indicio) a la cual hizo alusión la denuncia, esto es, que había sido directamente el ahora incriminado quien aceptó haber defraudado la confianza que don MARCO ANTONIO le había brindado. 

· Porque los testimonios de descargo, intentaron persuadir sin éxito al instructor, en el sentido de haber presenciado el instante en que MARCO ANTONIO autorizó con su firma ese título. Y así se dice porque un cotejo detenido entre todas esas deponencias permite asegurar que no coinciden en cuanto al número y género de las personas que estaban en ese lugar (unos hablan de dos, otros de tres, otros de cuatro y otros hasta de cinco –como es el caso del procesado LOAIZA LONDOÑO quien habló de que allí estaban presentes: Humberto, Gilberto, Robinson, Germán y Juan-; unos que todos eran hombres y otros que allí había una mujer); ni tampoco en cuanto a la circunstancia temporal en la cual se firmó el documento (unos que era por la mañana -Gilberto Castañeda-, otros que comenzando la tarde -Humberto Marín y José Jesús Loaiza-, otros que culminada la tarde -Robinson Rendón-, y otros que al día siguiente de la inicial reunión -Marín Álvarez-). 

· Muy singularmente destaca el Tribunal, lo ocurrido con uno de esos testimonios de descargo, el cual nos sirve para marcar la pauta en la definición de este asunto. Nos referimos a la declaración rendida por el señor JOSÉ GILBERTO CASTAÑEDA ANDRADE
, persona ésta que en una primera intervención también quiso sostener que estuvo presente en esa negociación y que en efecto don MARCO ANTONIO había suscrito la letra de cambio en presencia de doña OFFIR; sin embargo, este mismo declarante SE RETRACTÓ posteriormente y dijo que lo que había dicho era totalmente falso, porque ni conoce a la señora OFFIR, ni presenció esa negociación, ni mucho menos vio el instante en que el ahora denunciante firmó la susodicha letra de cambio. Aclaró, que todo esto lo hizo porque así se lo había pedido JOSÉ JESÚS, quien le dio treinta mil pesos para que “le colaborara en ese sentido”.

Como vemos, es sumamente grave esa situación, tanto así, que el defensor de JOSÉ JESÚS ha querido a como dé lugar destruir esa retractación con un argumento aparentemente fuerte, y con respecto al cual, se queja, no se dijo nada en la primera instancia. Se trata de la afirmación según la cual: así obró este testigo en retaliación por un embargo llevado a cabo dentro de un proceso ejecutivo adelantado ante el Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira, en cuya acta quedaron consignadas las amenazas proferidas por JOSÉ GILBERTO CASTAÑEDA contra JOSÉ JESÚS LOAIZA.

Lo que el Tribunal analiza en relación con este deponente que se retracta, es lo siguiente: 

(i) Es verdad, como lo dice el señor defensor, que el testigo JOSÉ GILBERTO amenazó gravemente al aquí procesado JOSÉ JESÚS; igualmente, observa la Sala, que existe una secuencia lógica entre la primera declaración, la amenaza y la retractación, dado que esa amenaza (17-08-04) fue después de la primera intervención (15-01-04), pero antes de la segunda -donde se retracta- (27-01-2005).

(ii) Empero, esa misma situación también sirve para explicar la razón por la cual un testigo se atreve a ir al estrado judicial para aceptar que mintió en un primer momento. En otras palabras, si no se presenta ese problema entre JOSÉ JESUS y su testigo JOSÉ GILBERTO, éste jamás se habría atrevido a contar la verdad de las cosas. Esta otra visión del asunto, permite concluir que el hecho de haberse presentado ese problema, seguido de una amenaza, no necesaria e indefectiblemente significa -como lo pretende el distinguido defensor- que JOSÉ GILBERTO mintió en su segunda presentación procesal, dado que perfectamente pudo haber mentido en la primera y atreverse a contar la verdad en la segunda, como es lo que este Tribunal de un análisis conjunto de las pruebas colige.

(iii) El “puntillazo final” a todo esto, radica en el hecho de que, a no dudarlo, el citado JOSÉ GILBERTO CASTAÑEDA actuó de tal forma en su primera declaración, que todo da a pensar que allí le mintió abiertamente a la judicatura. Basta decir que la Fiscal que atendió la diligencia dejó constancia expresa de que JOSÉ GILBERTO llevó al acto un papel para consultar los datos por los cuales se le estaba interrogando. Si bien esto en principio no significaría nada de raro, la situación se complica cuando el testigo sostuvo que no sabía el motivo por el cual había sido llamado a declarar; además, porque sostuvo, extrañamente, que esos datos no se los había dado nadie, sino que fue él mismo quien los anotó. A todo lo cual se aúnan estos otras inconsistencias: a)- dijo que la negociación entre JOSÉ JESÚS, MARCO ANTONIO y MARÍA OFFIR, se llevó a cabo en horas de la mañana, cuando otros testigos sostuvieron que en horas de la tarde; y b)- que no sabe si esa letra se llenó “a mano” o “a máquina”, no obstante que todos presenciaron su elaboración en ese mismo instante en que fue suscrita; es decir, era imposible que no viera lo que todos los demás aseguran haber observado.

Si concluimos entonces, como creemos debe hacerse, que el precitado testigo CASTAÑEDA ANDRADE mintió en su primera versión y en su segunda reconoció la falta cometida, actitud derivada del problema suscitado con el aquí procesado, se augura inevitablemente un mal presagio para la prueba testimonial de descargo. Y así tiene que ser porque: ¿para qué preparar falsamente a un testigo si los hechos que se pretenden llevar al proceso son diáfanos, claros y resaltan por sí solos?

A todo esto, por supuesto que no puede pasar desapercibido para la Sala, como no lo fue para la Fiscalía ni para el Juzgado de instancia, el antecedente judicial que se afirma posee LOAIZA LONDOÑO, pues aunque la defensa quiera desconocer su trascendencia, lo cierto es que el haber sido condenado por el delito de FALSO TESTIMONIO, es situación que hace percibir en él una capacidad para obrar en tal sentido.

Explicadas hasta aquí las razones que tiene el Tribunal para conceder más crédito a los testigos de cargo que a los de descargo, ahora sí nos corresponde pasar al análisis de las pruebas periciales, concretamente de los dos dictámenes grafológicos que reposan en el expediente (uno rendido por el CTI
 y otro por un auxiliar de la justicia
).

A este respecto se dirá, que no es necesario soslayar como lo hizo la Fiscalía tanto de primera como de segunda instancia, el valor del resultado de esos peritazgos que se muestran coincidentes entre sí. Para el Tribunal, las conclusiones de esas pericias, en apariencia favorables a los incriminados, en nada afectan la responsabilidad que aquí se atribuye. Explicamos:

Ocurre, que ambos peritos grafólogos concluyen en sendas experticias, que el valor en números y en letras (doce millones) no es cifra alterada por yuxtaposición, adición o enmienda, es decir, que no es verdad que a una cantidad de dos millones se le antepusiera malintencionadamente el número uno para así formar una suma mayor a la real. De igual modo, que los nombres de las personas que figuran como aceptantes de la obligación (entiéndase JOSÉ JESÚS LOAIZA LONDOÑO y MARCO ANTONIO GUARÍN CASTAÑO), también fueron consignados en ese título en un mismo tiempo de ejecución y con una misma máquina de escribir. 

Lo que sí fue objeto de adición posterior, fue: “(tercer renglón) 14 de agosto – 2002, (cuarto renglón) “PEREIRA”, (octavo renglón en los espacios intereses durante el plazo del) “2.8” y mora “2.5” y (noveno espacio en el GIRADOR), se observa una rúbrica” (fl. 132). Lo que resulta obvio, toda vez que ya sabemos que la acreedora y hoy procesada MARÍA OFFIR TORO, le entregó una copia al señor MARCO ANTONIO de ese título valor, antes de ser llenados los anteriores espacios correspondiente a la fecha de vencimiento, al lugar de emisión del título y a los intereses; espacios que por supuesto se debían llenar para efectos de hacer efectivo su cobro ante los estrados judiciales.

La Fiscalía se desgastó en esfuerzos, a nuestro modo de ver innecesarios, para indicar que los resultados de los peritazgos no son impositivos para el Juez, como quiera que poseen el carácter de meras opiniones que deben ser objeto de valoración judicial, previo el cotejo con el restante material probatorio, lo cual por supuesto es totalmente cierto. En consecuencia, concluyó la Fiscalía, que como el conjunto de medios de convicción adyacente era totalmente adverso a los procesados, el resultado de esas pericias eran contrario a la evidencia procesal y por lo mismo susceptible de ser desechado.

Para esta Sala de Decisión, se itera, esa conclusión no es apropiada y en ese sentido tiene razón la defensa cuando encuentra desafortunada la apreciación del ente acusador. Lo que ocurre, y es allí donde está el quid del asunto, es que se ha pasado por alto que la falsedad a la cual nos enfrentamos no es propiamente la consistente en una alteración de la verdad por adición, como fue la tesis sostenida por la Fiscalía desde los albores de la investigación, en atención a la impresión que tuvo el denunciante cuando afirmó que seguramente a una letra elaborada por dos millones se le adicionó el número uno para hacerla pasar por doce millones.

A lo que estamos avocados, es a una falsedad por abuso de firma en blanco, que es diferente. Para mejor comprensión, la Sala desea resaltar dos situaciones que consideramos de suma relevancia, es lo siguiente: 

(i) Tenemos claro, que el señor MARCO ANTONIO firmaba “en blanco” las letras de cambio que entregaba a JOSÉ JESÚS para ser enviadas al prestamista JUAN BAUTISTA GARCÍA MORALES, ora también a otras personas, entre ellas a la misma MARÍA OFFIR; pero además, que las cantidades en número y letras no se ponían, porque no se sabía cuánto le iban a prestar finalmente (fl. 13 C.O.), es decir, el valor del título no se sabía, era incierto, dado que eso dependía de lo que se lograra conseguir. Precisamente ante esa incertidumbre, era lo obvio que se dejara libre ese espacio, con lo cual, fácil le quedaba al ahora incriminado confeccionar la letra a su antojo para los fines a los cuales nos estamos refiriendo. 

(ii) No sólo se firmaron letras para acceder a esos préstamos indefinidos; sino que también se firmó una letra, según nos lo da a conocer el denunciante, para servir de garantía a JOSÉ JESÚS con el fin de que le pudieran arrendar un apartamento (fl. 14 C.O.). Esa letra nunca le fue devuelta a don MARCO ANTONIO y allí figuraba él como fiador de JOSÉ JESÚS. Mírese entonces que por esta otra vía también le era bien fácil a LOAIZA LONDOÑO hacerse a ese instrumento negociable para defraudar la confianza depositada por GUARÍN CASTAÑO.

(iii) Ahora sí traemos nuevamente a colación lo que dijimos desde un comienzo y que anunciamos como algo bien importante. No otra cosa que lo dicho por el prestamista JUAN BAUTISTA GARCÍA MORALES
, cuando textualmente aseveró: “…le hice un primer préstamo de un millón de pesos, millón de pesos en una letra de cambio, en la cual todos dos me firmaban como responsables, JOSÉ J. como fiador, y en una segunda oportunidad hicimos la misma operación, JOSÉ J. me firmaba como fiador, yo le hacía el préstamo porque como don JOSÉ me hablaba tan bien de don MARCOS, porque es un señor que tiene una fincas…” (fl. 34 fte.). Obsérvese que eran los dos quienes firmaban esas letras, es decir, que no tiene nada de raro el hecho de que JOSÉ JESÚS también figurara en los títulos valores que le eran entregados como prenda de garantía a don JUAN BAUTISTA. Siendo así, es apenas lógico que el espacio diseñado para los aceptantes del título fuera llenado en un mismo tiempo de ejecución con los nombres de los dos, como era lo que originariamente correspondía.

CONCLUSIÓN: Es perfectamente factible que tanto la cifra en números y en letras (doce millones), como el renglón correspondiente a los aceptantes, fuese consignado “en un mismo tiempo de ejecución” como es lo que concluyen los peritos grafólogos, sin que esta situación desdibuje en lo más mínimo el tipo penal de falsedad en documento privado al que nos estamos refiriendo; eso sí, bajo el entendido de no estar frente a una falsedad “por adición”, sino frente a una falsedad “por abuso de firma en blanco”.

7.2.- ¿La responsabilidad fue individual o compartida?
Se trata aquí de determinar si todo esto fue obra de JOSÉ JESÚS LOAIZA o fue la maquinación de dos voluntades confabuladas para desfalcar el patrimonio de MARCO ANTONIO GUARÍN, la de JOSÉ JESÚS y la de MARÍA OFFIR TORO.

Dos presentaciones puede tener lo ocurrido, ambas con algún sustento probatorio dependiendo del entendimiento dado a las probanzas. De una parte, como lo entendió la Fiscalía y el apoderado de la Parte Civil ahora recurrente, que JOSÉ JESÚS contó con la ayuda de MARÍA OFFIR para armar un plan que diera como resultado el cobro indebido de una obligación inexistente. De otra, como lo sostiene la Juez a quo en su fallo, que no hay pruebas que permitan asegurar que la citada MARIA OFFIR obró de común acuerdo con JOSÉ JESÚS y que por lo mismo deba responder por la elaboración de un documento espurio. 

Lo que el Tribunal encuentra de todo esto, es que ninguna de las dos posiciones es totalmente aceptable y se explica:

Es indispensable tener en consideración la prueba demostrativa de un dolo inicial o de un dolo subsiguiente en cabeza de la comprometida MARÍA OFFIR; igualmente, la prueba acerca de un potencial acuerdo previo entre ambos personajes en pro de desfalcar a don MARCO ANTONIO. Para ello, encontramos que únicamente el análisis de los pormenores de las pruebas, nos permite arribar a una conclusión sana en lógica. Así lo decimos porque desmenuzando el testimonio rendido por el ofendido, cotejado con la prueba indiciaria que se avizora en el plenario, hallamos varias expresiones que nos indican que: (i) en realidad no existió, o no hay prueba contundente que así permita sostenerlo de manera irrefragable, un PREVIO ACUERDO entre JOSÉ JESÚS y MARÍA OFFIR para perjudicar a MARCO ANTONIO; (ii) el préstamo de doce millones si se le hizo a JOSÉ JESÚS, y (iii) si bien no hubo ese acuerdo previo para defraudar (dolo inicial), en la  señora OFFIR sí concurre una intención de hacer USO de ese documento que se supo apócrifo (dolo subsiguiente) en aras de sacar el mejor provecho del título valor.

No acuerdo previo

Mirado en detalle, como se dijo, el testimonio del afectado GUARÍN CASTAÑO, más concretamente su ampliación obrante a fl. 12 s.s. C.O., se verá una manifestación bien singular de la cual se extrae que el aquí implicado JOSÉ JESÚS, tan pronto notó la presencia en su oficina por parte de MARCO ANTONIO GUARÍN, se mostró confundido y no quiso que la señora MARÍA OFFIR se enterada del problema, situación que nos lleva a pensar, razonablemente, que ésta no estaba enterada de esa irregularidad. Lo que textualmente se dijo por el denunciante fue: “…yo le dije que necesitaba conocer la letra, entonces quedamos de encontrarnos en la entrada de la oficina de JOSÉ LOAIZA, entonces me entregó una fotocopia, entonces mire -sic- si era el nombre mío y la cédula, y era mi firma, si –sic- es mi firma, entonces yo muy asustado le dije camine hablemos con don JOSÉ, entonces subimos a la oficina y entonces, le dije a don JOSÉ bueno que le pasó a usted con este problema, y él se sorprendió, se paró, y me dijo mine –sic- don MARCOS conversemos allí en una pieza, allí solos, y nos fuimos para allá, y entonces le dije usted porqué hizo esto, usted porque abusó de mi confianza…”. De lo transcrito surge evidente que JOSÉ JESÚS no quería que la señora MARÍA OFFIR se enterara de este problema, motivo por el cual llamó aparte a su interlocutor y se lo llevó a una pieza en donde pudieran discutir a solas de este problema.
Si lo anterior es así, lo único que se puede extraer es que la citada OFFIR era ajena al problema que se había suscitado y simplemente quería hacer el cobro de la letra que confeccionó JOSÉ JESÚS y que tenía en su poder.

Otros detalles que nos llaman la atención y que también nos llevan a pensar en la ignorancia inicial por parte de la citada OFFIR TORO, es el hecho de que ella se contactó con don MARCO ANTONIO para hacerlo sabedor del incumplimiento por parte de JOSÉ JESÚS y en ese instante le hizo entrega de una fotocopia de la letra, la que para ese momento se encontraba incompleta. Obviamente, de haber tenido una malsana intención, habría configurado desde antes todos los espacios en blanco para no hacer entrega a quien consideraba su codeudor de un título incompleto.
Por último, téngase presente que el testigo JOSÉ GILBERTO CASTAÑEDA dijo haber mentido, no a petición de MARÍA OFFIR, sino por la petición exclusiva que le hizo JOSÉ JESÚS LOAIZA; en consecuencia, este proceder indebido es predicable sólo de éste, no de los dos, y por lo mismo no sirve para cimentar la responsabilidad de la señora OFFIR TORO.
Realidad del préstamo 
No hay elementos de juicio que permitan concluir, con la certeza requerida, que en realidad la señora MARIA OFFIR no le haya hecho préstamo de dinero alguno a JOSÉ JESÚS LOAIZA.

Se han mencionado como indicios en contra de esa posibilidad, que ella no tenía capacidad económica suficiente para hacerlo y que en últimas sólo demandó ejecutivamente a MARCO ANTONIO y no a JOSÉ JESÚS, como sería lo esperado en condiciones normales. Sin embargo, en contrapeso hallamos también unos contraindicios, habida consideración a que en el expediente se ha sostenido que precisamente la relación entre MARÍA OFFIR y JOSÉ JESÚS, surgió a raíz de que éste le colabora para ubicar bien el capital que poseía a efectos de sacarle buenos rendimientos (textualmente se afirma que era el encargado de “ponerle esa plata a interés”), razón de más para confiar plenamente en él y así prestarle ese dinero en una letra de cambio. Siendo así, es de presumirse que, aunque la señora OFFIR no tenga un empleo fijo y no devengue un salario, está dentro de lo posible que cuente en verdad con un capital que administra y de ello devengue unos ingresos. 
En lo que hace al argumento según el cual aparece extraño que no haya demandado a JOSÉ JESÚS sino a MARCO ANTONIO, además de no ser materia de un interrogatorio para que ella pudiera ofrecer una explicación al respecto, antes de inferir de allí un indicio válido, es lo cierto que ella en su condición de acreedora era libre de demandar al uno, al otro, a los dos o a ninguno de los “codeudores”
, sin que tal situación por sí misma considerada, dada la vaguedad del argumento, pueda servir para elaborar un verdadero hecho indicador que dé lugar al aludido indicio contingente. 
De todas formas, es lo cierto que JOSÉ JESÚS no estaba en capacidad de responderle con sus bienes y se atrasó en el pago; en cambio, de todos era sabido que MARCO ANTONIO es persona adinerada que tenía propiedades y estaba en óptimas condiciones de saldar la deuda insoluta.
Por fuera de todo ello, se tiene la existencia de unos pagos anticipados o abonos que según se afirma le hizo el citado JOSÉ JESÚS a la acreedora MARIA OFFIR, los cuales, al no ser tachados de falsos y no poderse concluir con certeza acerca de su apocrifidad, redundan en la demostración de que efectivamente sí hubo ese préstamo y que en verdad JOSÉ JESÚS le debe ese dinero a MARÍA OFFIR. Lo dicho, obviamente y por supuesto, independientemente del papel que como codeudor o fiador pudiera tener en todo esto el señor MARCO ANTONIO.

Dolo inicial vs. Dolo subsiguiente

Como creemos que queda claro hasta aquí, que debemos presumir a falta de prueba en contrario, que la señora MARIA OFFIR no era sabedora de todos estos intríngulis, al menos en un comienzo de la negociación, pues sencillamente recibió de manos de JOSÉ JESÚS ese título valor con la firma incorporada de MARCO ANTONIO GUARÍN. Y decimos que en un principio de la negociación, porque de lo que también se logra extraer del caudal probatorio en su conjunto, es que ella sí se enteró de la irregularidad existente en ese título (abuso de firma en blanco por parte de JOSÉ JESÚS LOAÍZA). Así fue porque a partir del instante en que el señor MARCO ANTONIO GUARÍN le puso de presente que él no había firmado eso para ser su codeudor, ella quedó avisada de la anomalía; en consecuencia, lo que se esperaba de ahí en adelante es que MARIA OFFIR asumiera una postura acorde con esa realidad que, aunque no le favorecía, de todas formas indicaba la comisión de un delito que antes de promoverse debía reprimirse.
Observamos por tanto que en la citada acreedora surgió un dolo subsiguiente y por lo mismo censurable, en el sentido de aprovecharse del documento no obstante su consabida falsedad. Muy a pesar de ese conocimiento, continuó ejerciendo su papel de acreedora en contra de quien alegaba ser ofendido con el comportamiento delictivo de su administrador, hasta llegar incluso al cobro ejecutivo con las consecuencias ya conocidas.
Como vemos, es perfectamente escindible el momento de la creación o configuración del título con “abuso de la firma en blanco”, de aquel otro momento posterior consistente en su USO ante la jurisdicción para hacerlo efectivo. En criterio de esta Corporación, la señora OFFIR no participó de ese primer momento, pero sí le es atribuible el segundo segmento de ilicitud.
Podría decirse en contrario, como en efecto lo menciona el señor apoderado de la parte civil en su recurso, que se ha olvidado el hecho de que la misma MARÍA OFFIR sostuvo que ella estuvo presente cuando el señor MARCO ANTONIO GUARÍN firmó en su presencia ese título valor, con lo cual, queda sin piso la inicial presunción de inocencia.
A ese respecto, ha de decirse que en efecto ella hizo esa manifestación en indagatoria, pero al hacerlo faltó a la verdad y se constituye como un indicio en su contra para efectos de pregonar su responsabilidad en cuanto al USO del documento espurio. Y nos atrevemos a decir que mintió en ese sentido, por múltiples razones:

La primera, porque en su versión injurada ella hace un relato casi idéntico al que se atrevió a sostener en un primer momento el testigo JOSÉ GILBERTO CASTAÑEDA (confrontar los folios 27 y 60 C.O.), concretamente, que en ese instante de la firma del documento estaban JOSÉ JESÚS, MARCO ANTONIO, HUMBERTO -empleado del primero-, otro señor -que se supone era el testigo José Gilberto- y una muchacha –al parecer también empleada-. En consecuencia, si como ya lo dijimos, el referido JOSÉ GILBERTO faltó a la verdad en esa primera exposición, lo que quedó confirmado con su ulterior retractación, entonces la única conclusión posible es que a la señora MARÍA OFFIR también la preparó JOSÉ JESÚS en pro de cerrar el círculo probatorio a su favor, pues dígase de una vez, la susodicha reunión para efectos de entregar el dinero y firmar la letra de manera simultánea por ambos codeudores, nunca existió (en eso, recordemos, damos plena credibilidad al denunciante).
Lo segundo, es que si la intención de MARIA OFFIR surgió -como lo hemos asegurado- a raíz del deseo de cobrar de todas formas el título valor expedido a su favor, sin parar mientes acerca de si el señor MARCO ANTONIO había o no suscrito voluntariamente esa letra, entonces era de esperarse que a partir de ese momento hiciera todo lo que estaba a su alcance para lograr el objetivo de hacer efectivo el cobro judicial en contra del señor MARCO ANTONIO. Y es que no tenía otra alternativa, no sólo porque de prosperar la denuncia penal ella se iba a quedar sin título, sino que de no cobrarlo a quien realmente tenía dinero para pagar, se iba a quedar sin el dinero.
Explicado todo lo anterior, sólo resta precisar en qué situación queda la señora OFFIR cuando se concluye que ella no participó en ese primer segmento -creación fraudulenta del título-, sino en el segundo -su uso para hacerlo efectivo a sabiendas de su falsedad-. Y a ello nos dedicamos a continuación.
7.3.- ¿A qué título debe responderse?
Como se recordará, la Fiscalía imputó cargos a ambos procesados como coautores materiales en el punible de FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO (artículo 289 Código Penal), esto es, como si ambos se hubieran puesto de acuerdo, desde un principio, en la elaboración falsa del documento. A esta altura de la argumentación, la Sala observa que ese cargo es el que efectivamente corresponde al procesado JOSÉ JESÚS LOAIZA LONDOÑO, por cuanto no sólo “abusó de la firma en blanco”, sino que usó ese documento al entregárselo a la acreedora para respaldar el crédito; empero, no es el tipo penal pertinente para la conducta que hallamos demostrada en la persona de MARÍA OFFIR TORO, pues su accionar debe entenderse limitado al simple USO del documento privado objeto de falsificación por “abuso de firma en blanco”.
Siendo así, el Tribunal debe concluir que el comportamiento de ella, aunque por supuesto censurable, no es configurativo del delito de Falsedad en Documento Privado que le fuera atribuido, porque:
- El artículo 289 de la Ley 599 de 2000, consagra en los siguientes términos el delito de Falsedad en Documento Privado -tanto material como ideológicamente-: “El que falsifique documento privado que pueda servir de prueba, incurrirá, si lo usa, en prisión de uno a seis años” (texto que se corresponde exactamente con el estipulado en el artículo 221 del Dcto.-ley 100 de 1980). Se trata, al decir de la jurisprudencia nacional, de un tipo penal de dos actos, como quedó definido a partir del auto del 7 de Julio de 1981 de la Sala de Casación Penal, en los siguientes términos: “La codificación punitiva de 1980 ha creado, pues, un tipo de dos actos, el de la falsificación del documento privado y el de su posterior uso, de tal manera que sin la realización de ambas acciones sucesivamente ejecutadas por el mismo agente, tal comportamiento no se adecuará al nuevo tipo penal; puede suceder, desde luego, que quien habiendo dado comienzo a la falsificación de un documento privado para usarlo, sea sorprendido antes de consumar la falsedad, o que cualquiera otra circunstancia ajena a su voluntad impida utilizar el documento falso como lo pretendía, en cuyos eventos se dará la figura de la tentativa. Síguese, entonces, que la sola falsedad en documento privado, o el mero uso del mismo no configuran de suyo delitos contra la fe pública; es entendido, sin embargo, que cuando dos o más personas acuerdan inmutar la verdad de documento privado para usarlo, habrá coparticipación delictiva aunque materialmente unos ejecuten la acción falsaria y otros utilicen el documento que aquéllos alteraron…” (énfasis suplido del texto).  

La doctrina patria también participa de esa conclusión, pues al decir del profesor JORGE ARENAS SALAZAR: “Igual ocurre si una persona que no ha falsificado un documento privado, y sin acuerdo con el falsificador, lo usa. Tampoco comete el delito de falsedad de que trata este artículo. Diferente es la situación cuando dos sujetos se ponen de acuerdo para realizar la acción falsaria y se distribuyen el trabajo de tal manera que uno falsifica y otro usa. En este caso ambos son coautores, de conformidad con las normas reguladoras de la conducta delictiva, de la parte general.

Como se observa, para que opere la coautoría, es requisito indispensable el acuerdo previo o concomitante a la alteración del documento, con distribución de funciones hacia un fin común. Escapa a la figura, por tanto, aquél uso posterior desligado de un acuerdo con el falsario, así el sujeto que usa el documento tenga conocimiento de su impureza, como es el caso que nos concita.
- La ley penal sólo sanciona el USO independiente del acto de la falsificación, en tratándose de los documentos públicos. El artículo 291 del Código Penal que trata de esta figura, expresa: “Uso de documento falso. El que sin haber concurrido a la falsificación hiciera uso de documento público falso que pueda servir de prueba, incurrirá en prisión de dos (2) a ocho (8) años”.
- Y, para mayor claridad, el artículo 290 del mismo estatuto consigna: “Circunstancia de agravación punitiva. La pena se aumentará hasta en la mitad para el copartícipe en la realización de cualesquiera de las conductas descritas en los artículos anteriores que usare el documento, salvo en el evento del artículo 289 de este código”.

No obstante lo dicho, la conducta realizada por MARÍA OFFIR TORO podría llegar a ser sancionable pero por otro tipo penal diferente al enrostrado, no otro que el descrito en el artículo 453 del Código Penal bajo el rubro de Fraude Procesal; precisamente uno de los ilícitos que dispuso investigar la Fiscalía Tres Delegada ante este Tribunal por cuerda separada en las copias del expediente (cfr. fl. 195 fte. C.O.).
En atención a lo expuesto, es deber del Tribunal dar confirmación tanto a la condena proferida en contra del procesado LOAIZA LONDOÑO, como a la absolución de la señora MARIA OFFIR TORO de LONDOÑO, pero por los específicos motivos expuestos en precedencia.
8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,                CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), objeto de apelación.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

         
  LEONEL ROGELES MORENO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
� Fl. 163-168 C.O.


� Fls. 184-206 C.O.


� Cfr. su injurada en el fl. 54 vto. C.O.


� Testimonio visible a fl. 33 ss. C.O.


� Fl. 33 s.s. C.O.


� Fl. 65 s.s. C.O.


� Fl. 27 C.O.


� Fl. 128 s.s. C.O.


� Fl. 133 s.s. C.O.


� Testimonio visible a fl. 33 ss. C.O.


� El codeudor responde en forma solidaria, a diferencia del fiador quien puede exigir al acreedor que agote de manera previa y preferente el cobro al deudor principal, y sólo en caso de la insolvencia de parte de éste, puede acudir subsidiariamente a hacer efectiva la garantía personal que él representa (es el denominado “beneficio de exclusión” como excepción previa al que se contraen los artículos 2383 C.C.C y 511 C.P.C.). 


� ARENAS SALAZAR, Jorge. Delito de Falsedad. Tercera Edición, Ediciones Doctrina y Ley Ltda.., Bogotá. D.C. 2002, pg. 622.
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